
 

 

 

Elementos de contienda contra la impunidad del genocidio en Colombia 
Publicación conjunta entre el Resguardo Indígena de Origen Colonial Cañamomo Lomaprieta y 

Forest Peoples Programme (María del Rosario Arango Zambrano) 
 

En febrero de 2021, Francia Márquez, presidenta del Consejo Nacional de Paz, lideresa afrodescendiente, 

ganadora del premio Goldman y víctima sobreviviente de varios atentados y amenazas; explicaba durante 

una entrevista las razones por las que no se detiene la violencia contra personas defensoras de DDHH en 

Colombia. 

“Hay una institucionalidad corrupta que es cómplice de las violencias que vivimos. Hay 

un vínculo entre la violencia armada y el modelo de desarrollo económico, eso hace que 

Colombia sea el país con más líderes ambientales asesinados. No hay posibilidades de 

acceder a la justicia y cuando lo logramos es lenta e ineficaz. La impunidad frente a 

los asesinatos de líderes en Colombia es un premio a sus victimarios.”1 

El presente documento expone como se articulan algunos de los mecanismos que aseguran la impunidad, 

con énfasis en aquellos que han terminado beneficiando a las empresas que recurren a la violencia para 

imponer un modelo de desarrollo. Se centrará especialmente en casos donde ese modelo se materializó 

o busca materializar en territorios indígenas y afrodescendientes. 

 
Se busca con tales antecedentes contribuir con el esfuerzo del Tribunal Permanente de los Pueblos en su 

sesión 48 “El Genocidio Político en Colombia 2021”, que tendrá lugar en marzo de 2021, escuchará a 

“organizaciones sociales, étnicas, de víctimas, de derechos humanos y políticas que denunciarán (i) las 

prácticas genocidas y en general el genocidio 

político, continuado y extendido que han 

sufrido sus miembros y colectivos a lo largo 

de su existencia; (ii) los crímenes contra la 

Paz ocurridos luego de la Firma del Acuerdo 

Final de Paz entre las FARC y el Estado 

colombiano, y (iii) la impunidad y ausencia de 

Justicia frente a todos estos hechos”.2 

 
Colombia es el país más peligroso del mundo 

para defender los derechos de la tierra y el 

medio ambiente,3 y el segundo con más 

asesinatos de personas defensoras 

enfrentadas a empresas entre 2015 y 2019.4 

En 2020, ACNUDH  conoció 133 casos de 

En el 2020, el 35 % de los asesinatos de personas 

defensoras, fueron contra indígenas (Indepaz, 2021). 

Considerando que estos pueblos son el 4,4, de la 

población total del país, es claro que la violencia contra 

ellos es mucho mayor que contra otros pueblos y grupos 

poblacionales. Pero el homicidio es solo uno de los actos 

del entramado de violencia con el que se busca eliminar 

a estos pueblos. Según el centro de documentación de la 

ONIC se revela que desde la firma del Acuerdo Final de 

Paz se reportan 15,781 personas confinadas 

principalmente en territorios ubicados en el pacífico 

colombiano, 12,205 desplazadas, así como se han 

reportado 512 amenazas, 187 atetados y 82 afectaciones 

al territorio (CNTI, 2020) Por eso denuncian un genocidio 

en su contra (Comunicado de la Mesa Nacional de 

Concertación, 10 de marzo de 2021; ONIC & CNMH, 

2019) 

https://elpais.com/internacional/2020-05-25/la-pandemia-no-frena-el-asesinato-de-lideres-sociales-en-colombia.html


 

homicidios de personas defensoras de derechos humanos, 25 más que en 2019,5 y registró 795 amenazas 

y agresiones contra personas defensoras de derechos humanos.6 Organizaciones de la Sociedad Civil 

reportaron cifras aún más escalofriantes: de acuerdo con INDEPAZ, 310 líderes/as fueron asesinados/as 

en 2020. Es decir, que le quitaron la vida en promedio a 25 personas defensoras cada mes, casi una diaria, 

en un periodo en el que los y las colombianas estuvieron en una cuarentena estricta por 5 meses. 

 

1. ¿Quién los mató? La impunidad de los determinadores 

 
Kimy Pernía Domicó7, lideró la defensa de su territorio despojado por la construcción de un mega- proyecto: 

la represa de Urrá. Por esa lucha fue desaparecido forzosamente en junio 2001 a manos del grupo 

paramilitar Autodefensas Unidas de Colombia (AUC), en el marco de una serie de ataques cometidos por 

paramilitares y militares, políticos y empresarios contra él y su pueblo, en medio de la construcción 

inconsulta de la represa. En octubre de 2020 Salvatore Mancuso, excomandante paramilitar reconoció 

ante la Comisión de Esclarecimiento de la Verdad que la desaparición forzada de Kimy Pernía, líder 

indígena emblemático del pueblo embera-katío, fue un crimen de Estado.8 

 
En los 20 años que han pasado desde la desaparición forzada de Kimy, las dinámicas del conflicto 

colombiano han cambiado, algunos actores armados se han desmovilizado,9 otros han surgido, unos más 

se han rearmado; pero las causas estructurales de la violencia contra las personas defensoras de 

Derechos Humanos se mantienen, y difícilmente dejará de repetirse mientras se mantenga la impunidad 

que ha rodeado la desaparición y homicidio de Kimy Pernía, el cual es un caso emblemático de los 

problemas estructurales en el sistema de justicia en el país. En este caso, en julio de 2001, solo un mes 

después de su desaparición, Carlos Castaño, el entonces comandante de las AUC reconoció en una 

entrevista que a Kimy lo desaparecieron porque él impedía el funcionamiento de la Represa de Urrá.10 

 
Sin embargo, y aun tras los concretos 

antecedentes aportados por ex comandantes 

paramilitares de las AUC, 20 años después, 

ninguna investigación criminal se ha iniciado de 

oficio por el Estado para determinar la identidad 

de los miembros de la empresa que construyó 

Urrá ni contra representantes del Estado 

responsables de este crimen, vulnerando la 

obligación internacional de perseguir a todos 

los responsables en crimines de esta 

naturaleza, que pesa sobre el Estado 

colombiano. 

 

 
El 4 de mayo de 2019 varios líderes del Proceso de 

Comunidades Negras, una de las organizaciones 

Afrodescendientes del nivel nacional, fueron víctimas 

de un atentado con granadas. En este, como en otros 

casos, los pocos avances en la judicialización son 

contra autores materiales, en el afán por mostrar 

resultados. Así lo denunciaron líderes del norte del 

Cauca quienes reclamaron avancen los procesos 

contra quienes dieron las órdenes luego de las 

capturas de menores de edad presuntamente 

involucrados en el atentado. En marzo de 2021 las 

víctimas no han tenido noticias sobre avances en las 

investigaciones contra los determinadores. 



 

 

Tampoco la reparación ha tenido lugar: ni de las víctimas individuales de los homicidios, desplazamientos, 

amenazas, estigmatizaciones; ni de la comunidad emberá que fue perseguida. El caso sigue en la 

impunidad.11 En suma, quienes dieron la orden y al final se beneficiaron de la desaparición lo hicieron sin 

ninguna consecuencia negativa para ellos. Y lo siguen haciendo. En el más reciente informe sobre la 

situación de DDHH en Colombia a la ACNUDH “le preocupa la persistencia de retos en la identificación y 

persecución penal de los autores intelectuales y resalta la necesidad de desmantelar las estructuras 

criminales detrás de ellos”.12 Bajo el enfoque actual de investigación no hay ningún incentivo para que 

quienes instigan estos ataques dejen de recurrir a la violencia contra personas defensoras de DDHH. 

 
Como lo señalaban en el comunicado del 28 de febrero 2021 las organizaciones sociales que participaron 

en la Misión Nacional e Internacional de verificación In Situ S.O.S. Buenaventura, en respuesta a la crisis 

humanitaria y el incremento de violencia en el principal puerto de Colombia: 

 
“las investigaciones efectuadas por parte de los organismos de control del Estado como 

la Fiscalía y la Procuraduría General de la Nación no avanzan en esclarecer quienes han 

sido los determinadores y beneficiarios históricos del conflicto armado en Buenaventura, 

motivo por el cual no existen garantías de no repetición”. 

 

2) Ambientando los crímenes… y la impunidad 

 
Ataques como aquellos dirigidos contra el pueblo 

embera-katío del Alto Sinú que se llevó a cabo para 

construir la represa de Urrá, requieren del concurso 

de diversos actores y diferentes dispositivos de 

violencia que permitieron desaparecer a un líder 

emblemático como Kimi Pernía y garantizar la 

impunidad por esos hechos. 

 
Equiparar a los defensores/as de DDHH con personas socialmente estigmatizadas en panfletos, sumado 

a las campañas de desprestigio en medios y declaraciones de funcionarios del Estado o representantes 

de gremios económicos, contribuye a generar un ambiente en ciertos sectores de la opinión pública que 

justifica los homicidios, la criminalización indebida, las desapariciones forzadas. Ese ambiente disuelve las 

responsabilidades, genera la impunidad, desvía la atención, logra deslegitimar las luchas; al tiempo que 

facilita que se cumplan los objetivos de los ataques que buscan desarticular procesos sociales, fragmentar 

comunidades, imponer un modelo de desarrollo. 

“Nos matan a bala, nos matan señalando, 

nos matan estigmatizando y nos matan 

haciendo nada para que los delincuentes 

nos maten. Y cuando salimos a reclamar, 

el gobierno viene y nos remata” 

 
Senador indígena Feliciano Valencia, 
20 de mayo de 2020 



 

En la misma declaración del excomandante paramilitar, en la que señalaba que el homicidio de Kimy era 

un crimen de estado, Mancuso recordó que “Empezaron acciones sistemáticas desde el Estado 

colombiano, guiadas a debilitarlos a ustedes y terminar cualquier intento de reivindicar o materializar sus 

derechos”.13 No fue entonces un crimen aislado cometido por los grupos paramilitares: fue una serie de 

ataques generalizados contra la comunidad perpetradas por actores legales e ilegales de manera 

articulada. Todos esos delitos siguen impunes 20 años después. 

 
Hasta el día de hoy todavía se utilizan muchas de las formas de represión y los ataques con los que se 

quiso debilitar el proceso embera katío del Alto Sinú. El repertorio de violencia e intimidación aplicada en 

Colombia contra los defensores y defensoras de DDHH incluye la estigmatización de las luchas y la 

protesta social, criminalización de líderes y lideresas (ver recuadro 1: criminalización de la protesta en 

Montes de María), desplazamientos forzados, amenazas públicas y generales en grafitis o panfletos, 

amenazas específicas contra defensores/as o sus parientes, seguimientos con vehículos sin placas, hurto 

de información, ataques contra la integridad personal, incendios de casas, acoso en redes sociales, 

envenenamiento de aguas y animales, la restricción de la movilidad de las comunidades mediante 

dispositivos como minas antipersonas o fronteras imaginarias, violencia sexual, homicidios selectivos o 

desaparición forzada de líderes y lideresas, y, más recientemente, de nuevo, las masacres. En 2020, el 

ACNUDH documentó 76 masacres, que implicaron la muerte de 292 personas. Otras cinco masacres están 

en verificación. Desde el 2018, el número de masacres ha incrementado constantemente, siendo 2020 el 

año con la cifra más alta registrada desde 2014. En el mismo periodo, 94 eventos de desplazamiento 

masivo que afectaron a 25.366 personas.14 Esto sin contar todas las agresiones que no quedan 

registradas en las cifras y cuya dimensión no puede medirse por los incrementos de los homicidios. 

 
En estos entramados de violencias la estigmatización y los discursos racistas juegan un papel fundamental 

para justificar la grave violación de los derechos humanos, garantizar la impunidad y perpetuar las prácticas 

genocidas. 



 
 

Recuadro 1 Criminalización de la protesta en Montes de María 

En septiembre de 2019 cuatro personas defensoras de DDHH de Montes de María fueron notificados de un proceso penal 
en su contra, acusados por el delito de daño en bien ajeno -que da hasta 7 años de cárcel-. El proceso lo inició Usomaría, 
la empresa administradora del Distrito de Riego de María la Baja, cuyo director fue Carlos Murgas entre 2004 y 2016 y 
actualmente es uno de sus hijos. Carlos Murgas, más conocido como el Zar de la palma, es el propietario del grupo 
empresarial Oleoflores que procesa la mayoría de este producto en la región en su Extractora María La Baja S.A. 

La criminalización se dio por hechos ocurridos unos meses antes, cuando “los bajos niveles de la represa Arroyo Grande 
en Marialabaja, la falta de acceso a agua potable, el consumo excesivo de agua por parte de los cultivadores de palma y 
arroz y la imposibilidad de llegar a acuerdos en las diferentes reuniones convocadas; llevó a las comunidades campesinas 
el pasado 1 de mayo a tomar la decisión de cerrar las compuertas e impedir que el Distrito de Riego siga suministrando 
agua sin ningún control del recurso”(CDS, 2019). La mañana misma de las protestas pacíficas hombres encapuchados y 
armados intimidaron a campesinos indagando por el cierre de las compuertas. Sin embargo, la manifestación continuó y 
logró que los funcionarios del Distrito de Riego accedieran a cerrar las compuertas. Los empleados de Usomaría las 
cerraron del todo, causando una mortandad de peces de la que acusaron a los manifestantes en medios de comunicación, 
aun cuando quienes protestaban nunca manipularon las compuertas ni conocen los detalles técnicos sobre la quota 
mínima. 

Durante la primera audiencia de conciliación en el proceso, la demandante dijo estar dispuesta a retirar los cargos, 
siempre y cuando los líderes se comprometieran a no volver a protestar. Ellos se negaron, “la protesta es un derecho, no 
pueden pedirnos eso”. 

No es la primera vez que esta empresa recurre a la criminalización contra quienes la cuestionan. En 2015, representantes 
de Oleoflores habían iniciado procesos penales contra reclamantes de restitución de tierras de la asociación campesina 
Asocaafro. 

De acuerdo con el Centro de Información sobre Empresas y DDHH, en 2020 la mitad de los ataques documentados 
estuvieron relacionadas con protestas pacíficas contra actividades empresariales. En ese mismo periodo el acoso judicial 
fue la táctica más utilizada por las empresas en el mundo para intimidar y silenciar a las personas defensoras de DDHH 
(2021). 

 
 
 
 
 

2.1. La estigmatización 
 

Aunque se mantiene la impunidad sobre la desaparición de Kimy Pernía, las declaraciones de los exjefes 

paramilitares son relevantes en la medida en que confirman lo dicho por otras voces durante años: al líder 

indígena NO lo desaparecieron por ser guerrillero, como solían decir, sino por defender su territorio frente 

a un proyecto de infraestructura. En un país que ha vivido más de medio siglo de conflicto armado las 

declaraciones de los antiguos comandantes de las AUC cobran especial relevancia, considerando que 

estigmatizar a las víctimas como “terroristas” ha resultado ser una estrategia eficaz para ambientar los 

ataques en su contra. 

 
Generar un ambiente que justifique los ataques resulta más fácil cuando estos suceden en contextos con 

presencia de diferentes actores armados, ya que allí se suele culpar a los grupos ilegales o establecer que 

los móviles estaban relacionados con el narcotráfico, con delitos comunes o con razones personales. En 

el mencionado comunicado de la misión de verificación In situ S.O.S. Buenaventura, 



 

 
 
 
 

“Los relatos comunitarios manifiestan su preocupación por la intención de reducir la 

situación actual al enfrentamiento entre dos bandas, los llamados “Shotas” y 

“Espartanos”. Pues según los testimonios, esta noción deja de lado factores históricos 

de racismo estructural, pobreza, marginamiento, exclusión e intereses económicos por 

la gran riqueza natural, biodiversa y geoestratégica de Buenaventura. Por esto, se 

profundizó sobre los responsables de prácticas genocidas.”15 

 
 

Un territorio con presencia de varios actores legales e ilegales, armados, empresariales y políticos, era 

también el contexto en el que se construía la represa de Urrá, y que permitió que por años en ciertos 

sectores se mantuviera la tesis de que a Kimy lo habían desaparecido por pertenecer a un grupo armado. 

Sin embargo, los Embera Katio habían declarado su neutralidad frente al conflicto armado, como lo 

muestra el comunicado conjunto del Cabildo Mayor del río Verde y Cabildo Mayor del río Sinú del 25 de 

abril de 1999, al día siguiente del homicidio de Lucindo Domicó, unos de los líderes voceros en el diálogo 

con la empresa Urrá 

“Este asesinato ocurre apenas 15 días después que la Asamblea de gobernadores del 

pueblo embera katío del Alto Sinú hiciéramos una declaración pública sobre el conflicto 

armado. Allí hablamos claramente no tener compromisos con los actores legales o 

ilegales del conflicto, rechazamos las presiones y amenazas que nos hacen en 

momentos previos a la consulta con Urrá, denunciamos el manejo irresponsable que 

algunos medios de comunicación hacen de nuestras palabras, y reiteramos la 

preocupación por los llamados agresivos que hacen senadores costeños, señalándonos 

como enemigos del progreso de la costa”.16 

Al igual que Kimi y Lucindo, muchas personas defensoras de DDHH hoy en Colombia exigen sus derechos 

-y los de sus comunidades- frente al Estado, las empresas, los actores armados, los despojadores, los 

acaparadores de tierras, los funcionarios corruptos. Como casi siempre los crímenes quedan impunes, 

resulta difícil identificar por cual de todas sus reivindicaciones un defensor o defensora fue perseguido, 

salvaguardando la posibilidad de continua repetición. Es deber del Estado de cumplir con su obligación de 

protección respecto de líderes y lideresas resulta esencial y debe abarcar un claro discurso contra las 

estigmatizaciones como forma de ataque, así como “abstenerse de realizar declaraciones que 

estigmaticen a defensoras y defensores o que sugieran que las organizaciones actúan de manera indebida 

o ilegal, solo por el hecho de realizar sus labores de promoción y defensa de los derechos humanos”17, tal 

como ha reiterado la CDIH el Estado además tiene el deber de sancionar a los agentes estatales que 

incumplan esta obligación.18 



 

2.2. Los discursos racistas 
 

“!La conquista continúa! Es la expresión que utilizamos para mostrar cómo el conflicto 

actual hace parte de esa larga duración. Terratenientes, extractivistas, del caucho, 

petróleo y carbón; los que quitan la tierra y la naturaleza, reproducen patrones de 

violencia que usa el racismo, el despojo, el confinamiento, el ataque a la cultura desde 

hace siglos. El conflicto que vivimos perpetúa las formas de dominación que están por 

la acumulación desmedida del capital sin importar las redes vitales”. (ONIC & 

CNMH,2019) 

En el caso de la represa de Urrá,19 como en muchos otros, las empresas, los gremios económicos, los 

partidos políticos y representantes del Estado han jugado un papel fundamental en el entramado de 

ataques, difundiendo discursos de odio, muchas veces racistas, que deslegitiman las luchas de quienes 

más tarde serán desplazados, despojados, desaparecidos o asesinados. A pesar del papel fundamental 

de estos discursos para garantizar la impunidad, estos son ampliamente divulgados en medios de 

comunicación sin ninguna sanción social ni penal. La CIDH, ha reiterado que los Estados debe dar 

instrucciones precisas a sus funcionarios de abstener a hacer declaraciones estigmatizantes y debe 

sancionar disciplinariamente a quienes no cumplan con dichas instrucciones.20 En 2019, la última 

evaluación de Colombia por parte del Comité para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 

Racial (CERD), determinó que el marco jurídico colombiano no tiene una definición ni tipificación acorde 

con sus obligaciones internacionales de discursos de odio, ni crímenes de odio, ni de discriminación racial 

(Artículos 4, 1 y 2 de la Convención). 

Cuando los pueblos indígenas y afrodescendientes recurren a la protesta social o acuden a la justicia para 

defender sus territorios se exacerba el recurso a los discursos de odio, la estigmatización, la violencia y 

los ataques mortales contra ellos. Estudios han demostrado que la persecución por parte de actores 

legales o ilegales y/o empresas nacionales y transnacionales se agudiza cuando los y las defensoras 

hacen públicas sus denuncias o inician acciones judiciales21 (Ver recuadro 2: la defensa del Resguardo de 

origen colonial Cañamomo Lomaprieta). 

 
 

En cuanto a la falta de sanción social, es importante señalar que un elemento que facilita la eficacia de 

esos discursos para deslegitimar luchas y justificar los homicidios, es el racismo histórico que subyace en 

la sociedad colombiana. Entre los discursos racistas frecuentes contra los pueblos indígenas y 

afrodescendientes están aquellos que los señalan de ser un “obstáculo para el desarrollo” y los que indican 

que son “terratenientes” y por lo tanto no se les debe titular más tierras. 

Ambos discursos se fundamentan en visiones racistas porque consideran que hay un solo modelo de 

desarrollo superior, en el que la tierra solo es un recurso para ser explotado, y que a ese modelo superior 

los pueblos indígenas y afrodescendientes deben integrarse inexorablemente. 



 

 

La defensa del resguardo de origen Colonial Cañamomo Lomapritea 
 

Un ejemplo del incremento de violencia contra defensores/as luego de recurrir a la justicia es el Resguardo 

Cañamomo Lomaprieta en Caldas. Ante la concesión de múltiples licencias de exploración minera en sus territorios 

sin que se respeten sus derechos, en 2015 el Resguardo presentó una tutela con el fin de proteger sus derechos 

constitucionales. La Corte Constitucional de Colombia amparó los derechos en la Sentencia T-530 de 2016, que 

otorgó (a) la suspensión de los permisos mineros otorgados sin consultar al Resguardo; (b) el reconocimiento de la 

legitimidad de las actividades tradicionales de minería aurífera realizadas por los miembros del Resguardo y bajo su 

jurisdicción, así como de las facultades del Resguardo para cerrar las minas que no cumplan con sus resoluciones 

internas; (c) una orden para que el Gobierno colombiano delimite y titule los territorios del Resguardo en un plazo 

de 12 meses prorrogable a 6 meses, utilizando como base el polígono establecido por el IGAC en 1994. La Corte 

ordenó el establecimiento de un Comité multidisciplinario de expertos que formularía recomendaciones a la Agencia 

Nacional de Tierras (ANT) para llevar a cabo la delimitación. 

En marzo de 2021, más de 4 años después de la decisión, la delimitación y la titulación aún no se llevan a cabo y los 

progresos hacia ese fin han sido limitados. Así, un logro obtenido en los tribunales es solo el inicio de un nuevo 

camino para lograr el reconocimiento efectivo del derecho al territorio. En este periodo se han agudizado las 

amenazas y riesgos contra el proceso organizativo y a los miembros del Resguardo. Los discursos de odio en el 

territorio han sido respaldados por presiones políticas indebidas, como la del entonces senador y líder del partido 

Centro Democrático Álvaro Uribe, quien en marzo de 2019 hizo una llamada pública a la directora de la Agencia 

Nacional de Tierras, para pedirle que desconociera la sentencia y el concepto de expertos (La Silla Vacía, 31 de marzo 

de 2019). Ese mismo año el partido Centro Democrático propuso un proyecto de ley de honores que tendría impactos 

sobre el reconocimiento legal de los derechos territoriales del resguardo. A inicios de 2020 varios trapiches 

comunitarios fueron quemados. Entre 2015 y 2019, por lo menos tres miembros del Resguardo han sido asesinados 

en ataques relacionados con su papel de líderes. Muchos más han sido seriamente amenazados; en 2019 uno de los 

líderes del Resguardo se vio obligado a salir temporalmente del territorio junto con su familia, debido a las crecientes 

amenazas contra su vida. En ninguna de las denuncias por las amenazas ha avanzado la investigación. Otra posible 

fuente de los ataques contra el resguardo y sus líderes es el avance de la sentencia de primera instancia contra los 

asesinos de Fernando Salazar Calvo, perpetrado en 2015. Fernando, era un líder del Resguardo Cañamomo 

Lomaprieta. En la decisión de primera instancia contra los autores materiales se compulsaron copias contra el 

presunto autor intelectual, sin embargo, ninguna medida para procesar al autor intelectual de este crimen, más de 

 
 
 

La posibilidad de encontrar un equilibrio o armonía con el medio ambiente, de destinar tierras para la 

conservación y la protección de los nacimientos de agua, de generar sistemas de siembra que permiten 

descansar los suelos, de sembrar prioritariamente alimentos, no tienen cabida en ese modelo. Por eso, a 

la luz de esos discursos racistas las visiones de desarrollo de los pueblos indígenas y afrodescendientes 

son un obstáculo, y no planteamientos de mundos posibles. 

“…Yo conocí el desarrollo hace como 20 años, un día que un cura de apellido Betancur, 

nos dijo que si no aceptábamos la represa nos íbamos para el infierno. Para nosotros el 

desarrollo ha significado el desconocimiento de nuestros derechos, la muerte del 

pescado, la división de nuestra comunidad, la muerte de Lucindo Domicó. El desarrollo 

para nosotros es que nos cambiaron el sitio de los restos de nuestros muertos como si 

fueran huesos de animales. El desarrollo para nosotros es que inunden 28 lugares 



 

sagrados. Creemos que para los campesinos y pescadores el desarrollo tampoco ha 

sido mejor, pues han significado el secado de las ciénagas y los humedales. El desarrollo 

es que nos quitaron las ciénagas para luego titulárselas a los ricos de Córdoba. Hasta 

ahora, lo que conocemos del desarrollo es que a los que defendemos la vida y el medio 

ambiente nos dicen que somos egoístas; y a los cinco políticos y a los bancos que 

quieren ganar plata con Urra, les dicen que representan el interés de la nación. Si eso 

es desarrollo, entonces tienen razón los que nos acusan. Porque nosotros si estamos en 

contra de ese desarrollo.”22 

(Palabras de Kimy Pernía explicando en la Universidad Nacional los motivos de la movilización 

Embera a Bogotá entre 1999 y 2000 liderada, entre otros, por Kimy Pernía). 

Acusar a los pueblos indígenas y afrodescendientes como “obstáculos del desarrollo” es un discurso que 

hoy todavía se utiliza para justificar los ataques y deslegitimar la defensa del territorio. En varios países 

los gobiernos, gremios económicos y empresas han recurrido a este discurso para flexibilizar las 

salvaguardias ambientales y territoriales de los pueblos indígenas en el marco de la pandemia y de la 

recuperación económica de la crisis derivada de esta.23 

En Colombia, en abril de 2020 el Instituto de Ciencia Política Hernán Echavarría Olózaga (ICP) envió una 

carta al Presidente de la República en la que se recogen las reflexiones de empresarios, comerciantes, 

líderes gremiales y académicos para la “re-activación económica” de la crisis generada por la pandemia. 

En ella, se recomienda al gobierno “aprobar procedimientos abreviados para temas que hoy frenan el 

desarrollo como son los trámites de regalías, de consulta previa y licencias ambientales en los que, sin 

vulnerar el ordenamiento jurídico, se simplifique su aplicación, para aumentar y acelerar la productividad 

en los sectores estratégicos de desarrollo económico del país”.24 La adopción de la Directiva Presidencial 

8 del 9 de septiembre de 2020 en medio de la pandemia, y el proyecto de decreto para regular la consulta 

previa, demuestran que este discurso es acogido por el gobierno. Tanto la directiva como el proyecto de 

decreto limitan el derecho al consentimiento libre, previo e informado (CLPI) como está consagrado en los 

estándares internacionales25 y amparado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional.26 A pesar de su 

continua violación, el derecho al consentimiento ha sido una herramienta fundamental para defender sus 

territorios y su autonomía. 

El otro discurso racista, aquel que tilda a los pueblos indígenas y afrodescendientes de “terratenientes” 

también ha sido frecuente en Brasil: “muita terra pouco índio”. Este discurso desconoce el rol fundamental 

de los pueblos indígenas en la lucha contra el calentamiento global y el uso de la mayoría de sus territorios. 

De acuerdo con el Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), en un estudio adelantado 

en el año 2014, de los 34 millones de hectáreas tituladas a pueblos indígenas, alrededor del 93% 

corresponde a áreas de bosque natural y ecosistemas de protección especial, es decir áreas destinadas a 

la conservación. Del total de hectáreas tituladas a pueblos indígenas, casi un 80% corresponden a 

territorios situados en la Amazonía y en la Orinoquía donde habitan apenas unos 70 mil indígenas (el 5% 



 

del total) cuyos resguardos se traslapan, como en otras zonas del país, con parques naturales y zonas de 

reserva. Solo el 5,3 % de los territorios titulados a pueblos indígenas en Colombia tienen vocación 

agropecuaria, y en esos suelos, el 84,6% se usan para cultivos, lo que evidencia un alto nivel de 

aprovechamiento de las tierras con vocación agrícola dentro de los resguardos.27 

Juan Carlos Mira, quien fuera el presidente Asocaῆa (asociación del gremio azucarero), publicó artículos 

de opinión en la revista de circulación nacional Semana, refiriéndose a las protestas de los indígenas del 

departamento del Cauca, el más letal para las personas defensoras del territorios, en los siguientes 

términos: 

Entregarles más tierras a las comunidades indígenas, cuando ellas poseen 100 mil 

hectáreas en el Norte del Cauca, sólo aprovechan el 10% y gran parte de ellas, están 

sembradas en cultivos ilícitos…es verdaderamente un despropósito. Este grupo 

indígena, lo que quiere es apropiarse de tierras de propiedad privada, con los títulos 

incuestionables, en donde no ha habido despojos ni usurpación de propiedades a etnias 

o a grupos sociales.28 

En Colombia, durante la última campaña electoral, Álvaro Uribe el líder del partido del actual presidente y 

otros miembros de dicho partido,29 reiteraron el discurso discriminatorio de que los indígenas son 

terratenientes en varios espacios para concluir que no podía titulárseles más tierras. Las consecuencias 

de dicho discurso no se han hecho esperar: 

“el 12 de junio [de 2020] Feliciano Valencua, Senador Indígena y delegado ante la 

Comisión Nacional de Territorios Indígenas (CNTI) citó a un debate de control político 

como resultado de la crisis humanitaria y territorial que atraviesan las comunidades 

indígenas. En dicho debate puso en evidencia la sistemática violación al derecho al 

territorio de los pueblos indígenas: cerca de 880 solicitudes de formalización de territorios 

indígenas radicadas, de las cuales tan solo 9 han sido tramitadas entre 2019 y 2020; y 

125 solicitudes de protección de territorios ancestrales radicadas desde 2014 y hasta el 

momento ninguna resolución ha sido expedida por la Agencia Nacional de Tierras”30 

Ya en 2019, la Secretaría Indígena de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas (STI-CNTI) había 

advertido que, de continuar con el mismo promedio de asignación presupuestal anual, como aquel 

destinado por el gobierno colombiano en 2019, se necesitarían otros 147 años para tramitar las solicitudes 

actuales.31 

La única consecuencia del discurso racista que señala a los indígenas como terratenientes no es solo la 

falta de reconocimiento legal de sus territorios ancestrales. Defender sus derechos les cuesta la vida. 

“La lucha de Kimy fue por la defensa del territorio, la defensa del río. Para nosotros 

territorio no es la tierra, es todo”.32 



 

Colombia es el país más peligroso del mundo para defender los derechos de la tierra y el medio ambiente,33 

y el segundo donde más se asesinaron personas defensoras que se refirieron a casos de empresas entre 

2015 y 2019.34 En esas zonas donde los pueblos indígenas están solicitando el reconocimiento legal de 

sus territorios ancestrales donde también se concentran muchos de los homicidios contra líderes y 

lideresas indígenas (ver mapa 1). La STI-CNTI ha señalado la imposición del modelo de desarrollo como 

la principal amenaza para los territorios indígenas: “El avance de un modelo económico basado en gran 

medida en la extracción y explotación intensiva y extensiva de los recursos naturales ha significado un 

cerco paulatino de los territorios de los pueblos indígenas en un escenario de inseguridad jurídica que no 

se ha resuelto”.35 

 

 
Mapa 1: Fuente. Secretaría Técnica Indígena de la Comisión Nacional de Territorios Indígenas 



 

3. La impunidad de las empresas 

 
De acuerdo con el Centro de Información de Empresas y DDHH, las zonas en las que se produjeron la 

mayoría de los ataques contra las personas defensoras de DDHH que reivindicaban sus derechos frente 

a empresas entre 2015 y 2019 en Colombia, a saber, minería (60%), petróleo, gas y carbón (43%), 

agricultura y ganadería (41%) y energía renovable (21%); también tienen la mayor concentración de 

proyectos empresariales en los sectores más peligrosos. “El 76% de los casos en los sectores más 

riesgosos se registración en zonas con alta inversión empresarial. Esto indica que estos ataques no se 

producen en zonas olvidadas, sino que se producen en muchos de los centros de actividad empresarial 

de Colombia y, por lo tanto, deben formar parte de las consideraciones empresariales prioritarias”.36 

Algunas corporaciones no solo han tenido vínculos con el brazo armado del narcotráfico y otras actividades 

ilícitas. Las empresas de agroindustria o minería, ubicadas en zonas alejadas y con pocos controles que 

verifiquen las cifras de explotación y/o producción, son una excelente fachada para lavar dinero ilícito. 

“Narcotraficantes y paramilitares han canalizado parte de los beneficios obtenidos con el tráfico de cocaína 

hacia la adquisición de tierras hasta hacerse con aproximadamente cinco millones de hectáreas, el 15% 

de la superficie total del país, donde han establecido plantaciones de palma de aceite y fincas 

ganaderas”.37 Asimismo, hay casos en los que las empresas legales se han prestado para transportar 

drogas ilícitas ente los cargamentos permitidos por ley.38 

Además, varias corporaciones en Colombia han tenido vínculos con actores armados al margen de la ley, 

pero eso no se ha traducido en procesos de investigación contra las empresas. Un estudio publicado en 

2017 por el Corporate Accountability and Transitional Justice de la Universidad de Oxford (OATJ) y 

Dejustica, que analiza los procesos judiciales contra paramilitares desmovilizados en la primera mitad de 

la década de los 2000, señala que determinados sectores económicos y algunas elites regionales 

impulsaron la creación y expansión de dichos grupos armados, “por lo cual la lógica y los intereses 

económicos moldearon el proyecto paramilitar”,39 que no respondió exclusivamente a intereses políticos, 

ideológicos o militares. Los datos analizados en dicho informe les permitieron concluir que “los actores 

económicos en Colombia actuaron en mayor medida como una red de poder que facilitó la actuación 

armada de los paramilitares y se benefició de ella”.40 De igual forma un reciente estudio de Dejustica, 

afirma que en el “caso de actores económicos, la motivación de su participación directa o indirecta en el 

conflicto habrá sido la de obtener beneficios materiales, bien sea para sí o para un tercero”.41 

Por lo tanto, la desmovilización del eslabón armado del proyecto no desactivó necesariamente los poderes 

económicos -ni a sus aliados políticos- que se beneficiaron de los despojos, abandonos por 

desplazamientos forzados, titulación irregular de baldíos y/o acaparamiento ilegal de tierras; así como no 

se esfumó con la desmovilización el terror sembrado entre los trabajadores y las comunidades locales por 

el homicidio de sindicalistas y líderes. El hecho de que quienes se beneficiaron de los despojos y la 

adquisición ilegal de tierras permanezcan impunes en los territorios, sumado al creciente rearme de grupos 



 

paramilitares, incrementa los riesgos para los defensores/as, y aumenta la posibilidad de que se afecten a 

través de la violencia los procesos de restitución de tierras o cualquier otra reivindicación de las 

comunidades o los trabajadores. 

El mismo estudio del OATJ y Dejusticia, señala qué: “hay una distancia importante entre la identificación 

de los empresarios como actores en el conflicto armado y su efectiva judicialización. En el 31% (136) de 

los casos el tribunal de Justicia y Paz que emitió la sentencia ordenó a la Fiscalía iniciar una investigación 

oficial –compulsas de copias–, pero solo en el 10% (14) de dichos casos se inició la acción judicial”.42 

Frente a la inoperancia de la justicia ordinaria colombiana algunos casos contra empresas y/o empresarios 

han sido llevados a tribunales de los países de origen de las empresas, con la esperanza de que la justicia 

extranjera sea más eficiente que la colombiana. Es el caso de los procesos en Cortes estadounidenses 

contra Chiquita Brands,43 y Drumond -fallado en tres oportunidades a favor de la empresa-,44 así como el 

proceso por el homicidio de sindicalistas de una filial Nestlé (Cicolac) que cursa en tribunales suizos.45 

Recientemente se planteó otra alternativa ante la ineficiencia de la justicia ordinaria. El Acuerdo de La 

Habana, al crear la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) para juzgar los crímenes cometidos en el marco 

del conflicto armado, dio competencia a dicho tribunal para investigar a terceros civiles -incluidos 

empresarios y/o agentes del Estado que no pertenecen a las Fuerzas Militares-, y no solo a los miembros 

de los grupos armados -como sucedió con los Tribunales de Justicia y Paz creados para el proceso 

transicional luego de la firma del Acuerdo de paz con las AUC-. Sin embargo, luego de una fuerte campaña 

política en contra de estas disposiciones del Acuerdo, liderada entre otros por representantes de gremios 

como el ganadero y el entonces Fiscal General de la Nación, en 2018 la Corte Constitucional estableció 

que los empresarios no estarían obligados a comparecer ante la JEP, sino que lo harán solo de manera 

voluntaria.46 En la práctica, esto significa que solo aquellos empresarios que tengan condenas o procesos 

muy avanzados con suficientes pruebas para declararlos culpables en la justicia ordinaria, se presentarán 

de manera voluntaria a la JEP para beneficiarse de las reducciones de penas de la justicia transicional. 

Como vimos, no solo son muy pocas las investigaciones que avanzan, sino que además el mismo Fiscal 

General no parecía muy comprometido con develar la participación de los actores económicos en el 

conflicto armado, por lo que son pocas las posibilidades de la JEP de investigar a personas que participaron 

en el conflicto sin pertenecer a grupos armados. 

Si esos actores económicos -y los funcionarios públicos que se aliaron con ellos para cometer delitos- no 

son judicializados por sus vínculos con grupos armados, hoy que tienen la tierra y que han hecho 

inversiones millonarias en ellas, hay riesgos significativos de que recurran de nuevo a la violencia armada 

contra defensores/as. En la coyuntura actual, esta posibilidad es altamente riesgosa si se considera que 

hay una explosión y reconfiguración de viejos y nuevos actores armados al margen de la ley, en disputa 

por controlar los territorios. Muchos estos grupos o individuos armados están a disposición del mejor 

postor. Entre tanta confusión, parece aún más fácil pagar por un homicidio y salir impune. Esto es un factor 



 

común en zonas donde las industrias tienen presencia hace varios años, o en aquellas en las que se está 

expandiendo la frontera agrícola-extractiva. 

 
 

CONCLUSIONES 

 
Las múltiples causas de la violencia no puede ser un argumento para diluir la responsabilidad del Estado 

y de los actores económicos frente a la situación de riesgo, intimidación y ataque que sobreviven los 

defensores/as que defienden sus derechos y de sus comunidades.47 

En este documento se aportan antecedentes que no han sido abordados por los mecanismos de protección 

del Estado, en especial, nos referimos a la estigmatización, los discursos racistas en contra de las personas 

defensoras y sus comunidades. Estos aspectos no abordados por políticas públicas de protección 

evidencian una abdicación del deber de protección que pesa sobre el Estado colombiano, dejando en 

vulnerabilidad e indefensión a cientos de personas defensoras y a sus comunidades. Así cuando el Estado 

no confluye con su aquiescencia en la perpetración de ataques en contra de las personas defensoras, al 

menos se transforma en cómplice de tales graves vulneraciones tras haber dejado en una serie situación 

de vulnerabilidad y riesgo inminente a quienes defienden los derechos de sus comunidades. 

De igual forma resulta crucial explorar y sancionar el rol de actores económicos en su calidad de terceros 

actores penalmente responsables de graves violaciones a los derechos más fundamentales de las 

personas defensoras y sus comunidades, es decir sancionar a quienes facilitaron o financiaron graves 

crímenes para proteger intereses económicos propios, con el objeto de establecer sanciones 

proporcionales en su contra y que permitan conocer la verdad del interés en juego. Así, por ejemplo, la 

financiación de grupos paramilitares no puede seguir en la impunidad, pues garantizar la ausencia de 

investigaciones criminales en contra de quienes financiaron u ordenaron crímenes contra personas 

defensoras, incluidas campañas de estigmatización, solo garantiza la continua repetición de crímenes 

como el sufrido por Kimy y su comunidad. Resulta esencial recordar que cuando se atenta contra una 

persona defensora se atenta contra su comunidad y la sociedad en su conjunto, ya que “la labor de las 

personas defensoras, que estos crímenes buscan amedrentar, es esencial para la construcción de una 

sociedad democrática y la consolidación del Estado de Derecho”.48 



 

RECOMENDACIONES 

 
1. Todos los esfuerzos para prevenir y frenar la violencia contra comunidades indígenas, 

afrodescendientes y campesina y contra sus defensores/as, deben enfocarse en enfrentar las 

causas subyacentes, a saber, la imposición violenta de un modelo de desarrollo económico en sus 

territorios. 

2. El Estado Colombiano debe cambiar el enfoque de investigación en los casos de ataques contra 

personas defensoras de DDHH, incluyendo en la estrategia el análisis de las diferentes posibles 

fuentes de las amenazas, que incluyen las reivindicaciones del defensor/a frente a las empresas, 

el estado y los grupos armados legales e ilegales. 

3. El Estado Colombiano debe cumplir con su obligación de investigar y sancionar a los autores 

intelectuales – y no solo a los autores materiales- de los ataques contra personas defensoras de 

los DDHH. 

4. El Estado Colombiano debe avanzar en la investigación y sanción de los responsables de las 

amenazas y ataques fallidos, como medida para prevenir que las amenazas contra personas 

defensoras de DDHH se materialicen. 

5. El Estado Colombiano debe adoptar todas las medidas necesarias para prevenir y sancionar los 

discursos de odio, especialmente aquellos dirigidos contra pueblos históricamente discriminados 

como los indígenas y afrodescendientes. 

6. Las empresas deben adoptar en el marco de su debida diligencia y de sus políticas de protección 

de defensores/as de DDHH, medidas para que ni sus empleados ni representantes de otras 

empresas relacionadas con su cadena de valor promuevan discursos de odio, estigmatización, o 

cualquier otro tipo de ataque contra personas defensoras de DDHH 
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